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Capítulo 8

Revisión judicial del control europeo 
 de concentraciones: ¿entre la efectividad 

 y la seguridad jurídica?
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 y Relaciones Internacionales y Director 

 del Centro de Política de la Competencia y Regulación, 
 Universidad San Pablo-CEU, CEU Universities

1.	 INTRODUCCIÓN

La aplicación del sistema europeo de control de concentraciones difiere 
sustancialmente de la aplicación del control de conductas. Mientras este 
último, especialmente desde los 2000, se aplica de forma crecientemente 
descentralizada tanto por los tribunales nacionales como sobre todo por las 
autoridades nacionales de competencia, el control de concentraciones sigue 
muy centralizado en la Comisión Europea. 

Efectivamente, cuando una concentración tiene dimensión comunitaria, 
en principio la única competente para examinar dicha operación desde la 
vertiente de competencia va a ser la Comisión Europea. Incluso aunque no 
tenga dimensión comunitaria, si afecta al comercio entre Estados miembros 
y es notificable en más de un Estado miembro, probablemente acabe siendo 
decidida en exclusiva por la Comisión Europea, dado que es frecuente la 
utilización por las autoridades nacionales competentes de la posibilidad 
de reenvío prevista en el artículo 22 del Reglamento europeo de control de 
concentraciones 1. Si la operación es notificable a nivel nacional en más de 3 

1	 Reglamento (CE) n° 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, sobre el control de 
las concentraciones entre empresas («Reglamento comunitario de concentraciones», 
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Estados miembros, las probabilidades de que acabe siendo decidida por la 
Comisión Europea aumentan significativamente por dos razones: primero, 
porque cuantas más notificaciones en paralelo a nivel nacional sean nece-
sarias, más eficiencia conllevaría y por tanto más sentido tiene el reenvío, 
además de que más autoridades lo pueden plantear; y segundo, porque 
en estos supuestos, las partes notificantes estarán habilitadas ellas mismas 
para tomar la iniciativa y pedir a la Comisión Europea que se haga cargo del 
asunto 2. Tras una comunicación a los Estados competentes y salvo que estos 
objeten, la Comisión muy probablemente decidirá el caso en exclusiva. Dado 
que, en estos supuestos, las partes notificantes serán las primeras interesadas 
en beneficiarse del sistema de ventanilla única —una única decisión de una 
única autoridad en un solo procedimiento y bajo una única normativa— cabe 
presuponer que en la inmensa mayoría de casos las partes activarán esta 
posibilidad. En la práctica se está apreciando también que las autoridades 
nacionales raramente objetan a esta petición pues va en beneficio del propio 
sistema, ahorra costes innecesarios y evita riesgos de falta de uniformidad 
o descoordinación derivados de los procedimientos paralelos.

Todos estos factores unidos a la bajada de los umbrales a finales de los 90, 
a que estos no hayan sido actualizados con posterioridad y a la entrada de 
nuevos Estados miembros, ha generado un aumento del número de asuntos 
decididos por la Comisión Europea en sede concentraciones que han venido 
rondando en los últimos años entre los 350 y los 400 de media. Es indudable-
mente un número muy significativo, aunque muchos de ellos se canalicen a 
través del procedimiento simplificado y/o se resuelvan en primera fase sin 
grandes complicaciones. De hecho, pocas operaciones se prohíben y el sistema 
parece más haberse canalizado hacia una negociación de las condiciones de 
autorización en los casos complicados que plantean objeciones 3.

Esta centralización de la toma de decisiones en la Comisión Europea 
tiene su lógica consecuencia en sede de revisión judicial.

La primera es que, a diferencia de lo que ocurre en sede de control de con-
ductas, los asuntos en los que los tribunales nacionales se refieren a este control 
son por lógica casi inexistentes y cuando los hay se refieren a él de modo indi-
recto, más teniendo en cuenta la interacción de otras normativas, respecto a las 

DO L 24 de 29.1.2004, pp. 1-22, en adelante ROPC.
2	 Artículo 4.5 ROPC.
3	 S. Marco Colino and K.L.M. Chung, Reshaping «EU Merger Control: from Harm 

Detection to Harm Control» (2024) 15 Journal of European Competition Law & 
Practice 409.
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cuales sí son competentes, con el sistema de control de concentraciones. Ello 
conlleva que sean raras las cuestiones prejudiciales en este ámbito mientras 
que cada vez son más frecuentes en sede control de conductas. Sin embargo, 
el período temporal aquí analizado revela un ejemplo muy interesante con 
el asunto Towercast 4. Debe verse como la excepción que confirma la regla. 

La segunda es que, por tanto, las revisiones judiciales del control euro-
peo de concentraciones llegarán sólo a los tribunales UE de Luxemburgo y 
canalizadas fundamentalmente por la vía del recurso de anulación planteado 
por los particulares directamente, primero ante el Tribunal General, con 
posibilidades de recurso de casación posterior ante el Tribunal de Justicia de 
la UE. La legitimación activa se limita principalmente a las empresas desti-
natarias de la decisión de la Comisión Europea o a otras que puedan probar 
afectación directa e individual lo que reduce sustancialmente el número de 
recurrentes. Raramente el asunto atraerá el interés de otros recurrentes más 
privilegiados como los Estados miembros u otras Instituciones más allá de la 
Comisión Europea, salvo que concite cuestiones de reparto de competencias 
de calado cuasi constitucional como por ejemplo ocurrió en el caso Illumina 
Grail 5 que analizaremos en esta contribución.

Además, hay que tener en cuenta la materia y el contexto socioeconómico 
que rodea estas decisiones. En efecto, en operaciones estructurales que son 
las que caen bajo esta normativa, los tiempos y la seguridad son claves. No se 
puede mantener por mucho tiempo la operación en un limbo de incertidum-
bre pendiente de una futura rectificación judicial. Si la operación es prohibida 
por la Comisión, aunque se impugne ante los tribunales y los recurrentes 
ganen el caso tras un largo proceso judicial, difícilmente saldrá adelante. Los 
mercados no permiten mantener la incertidumbre por mucho tiempo. Ello 
hace que en buena medida decaiga el interés en dichas impugnaciones, más 
allá del interés por obtener una clarificación de la interpretación de cara a 
futuro, la obtención de una victoria simbólica a posteriori y, en algunos casos, 
eventuales posibles reclamaciones posteriores por los daños causados. Si la 
operación se autoriza, la batalla puede tener más impacto práctico, aunque, 
cuando eventualmente se gane la impugnación años después, la situación 

4	 Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda) de 16 de marzo de 2023, asun-
to Towercast SASU contra Autorité de la concurrence y Ministère de l’Économie., 
C-449/21, ECLI:EU:C:2023:207.

5	 Véanse Sentencia del Tribunal General de 13 de julio de 2022, Illumina/Comisión, 
asunto T-227/21, EU:T:2022:447, y Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 3 
de septiembre de 2024. Illumina, Inc. y Grail LLC contra Comisión Europea, asuntos 
acumulados C-611/22 P y C-625/22 P; ECLI:EU:C:2024:677.
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de mercado pueda ser muy distinta y la operación difícilmente reversible. 
De nuevo ello puede desincentivar el interés en estas impugnaciones.

Por otro lado, las decisiones en sede control de concentraciones impli-
can en muchas ocasiones una complejidad adicional derivada del necesario 
análisis prospectivo y contra fáctico. La operación se notifica ex ante y la 
Comisión Europea ha de valorar cuáles son los efectos que produciría en 
el futuro y contrastarlos con un escenario en que no se materializase. A 
diferencia de lo que ocurre en sede control de conductas en el que, al ser el 
control ex post, hay más posibilidades de disponer de evidencias, en sede 
concentraciones esto es más complicado. Ante esa complejidad adicional, 
cabría pensar que, por un lado, la Comisión debiera ser cauta a la hora de 
decidir prohibiciones y, por otro lado, que la Comisión debiera de gozar de 
margen de flexibilidad para realizar estas valoraciones complejas.

Todo ello podría llevarnos a pensar que la revisión judicial en sede con-
trol de concentraciones, más allá de algunas cuestiones de procedimiento 
o formales, fuese escasa, casi anecdótica, especialmente en cuestiones de 
fondo. También que, cuando esa revisión tuviese lugar, dada esa compleji-
dad adicional añadida y el consiguiente mayor margen de discreción para 
la autoridad, la revisión judicial debiera ser contenida y, salvo casos extraor-
dinarios, confirmar las valoraciones realizadas por la Comisión. Incluso 
cabría pensar que, por todo ello, de esa revisión judicial no se irían a obtener 
grandes aportaciones para el desarrollo de la materia (aunque es verdad que 
en ocasiones pasadas sí las ha habido).

Sin embargo, el análisis de los últimos 5 años de revisión judicial en sede 
de concentraciones aporta unos resultados mucho más matizados. Un repaso 
cuantitativo a los asuntos recurridos y decididos por el Tribunal General y el 
Tribunal de Justicia en estos 5 años eleva por encima de 40 la lista, en torno 
a 8 de media por año. No es un número elevado teniendo en cuenta que el 
número de decisiones anuales ronda las 350-400, pero no es despreciable. 
Aunque en la gran mayoría de los casos se confirma la decisión de la Comi-
sión europea, los tribunales parecen estar entrando cada vez más a fondo en 
las decisiones, tanto desde el punto de vista de la forma y el procedimiento 
como en ocasiones el análisis de fondo, y con rectificaciones sonadas a la 
posición de la Comisión como exploraremos más adelante. Además, y esto 
es muy significativo, las aportaciones de la jurisprudencia al desarrollo de la 
aplicación de la normativa europea de control de concentraciones han sido 
cualitativamente muy relevantes en este período. Es precisamente en estas 
aportaciones cualitativas donde voy a centrar el resto de mi análisis con 2 
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casos en el foco: Illumina Grail y CK Telekom 6. Lo voy a hacer, además, bajo 
la lente del debate entre, por un lado, la promoción de un sistema efectivo de 
control de concentraciones y, por otro lado, la seguridad jurídica; la búsque-
da del mejor punto de equilibrio entre ambos objetivos y, cuando procede, 
en el marco de las controversias y la divergencia de razonamientos entre el 
Tribunal General y el Tribunal de Justicia al respecto. Ello no descarta que 
también se utilicen otros marcos para ese análisis y de hecho será interesante 
ver cuál de ellos puede explicar mejor las soluciones finalmente adoptadas: 
podría o no ser ese dilema efectividad-seguridad jurídica.

2.	 ILLUMINA GRAIL: LÍMITES A LA EXPANSIÓN 
JURISDICCIONAL POR VÍA INTERPRETATIVA

Aunque este asunto presenta diversas vertientes, voy a centrar mi análi-
sis en las interpretaciones que tanto la Comisión como especialmente los dos 
tribunales hacen del artículo 22 del ROPC y en los límites de la expansión 
jurisdiccional por vía interpretativa que el TJUE termina por establecer.

El caso se origina cuando Illumina, una empresa estadounidense espe-
cializada en secuenciación genética y uno de los principales actores en el 
mercado europeo de la genómica, anuncia su intención de adquirir Grail, 
una start-up estadounidense especializada en detección precoz del cáncer 
mediante tecnología de biopsia líquida.

Pese a la relevancia de la operación, ésta en principio no era notificable 
ni a la Comisión Europea ni a ninguna de las NCAs, dado que ni tenía 
dimensión comunitaria ni cumplía con los criterios de notificación a nivel 
nacional. Hay que tener en cuenta que Grail no tenía todavía actividades 
en Europa, por lo que no cumplía los umbrales de volumen de negocios y 
cuotas de mercado que en aquellos tiempos existían a nivel europeo y/o 
nacional. Sin embargo, la Comisión Europea invitó a las autoridades nacio-
nales a valorar la remisión del caso a la luz de sus Orientaciones sobre el 
artículo 22 ROPC 7. La Autoridad francesa de la competencia, a la que se 

6	 Sentencia del Tribunal General (Sala Primera ampliada) de 28 de mayo de 2020, CK 
Telecoms UK Investments Ltd contra Comisión Europea, asunto T-399/16, ECLI:EU-
:T:2020:217 y Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 13 de julio de 2023, 
Comisión Europea contra CK Telecoms UK Investments Ltd, asunto C-376/20 P, 
ECLI:EU:C:2023:561.

7	 Comisión Europea, Orientaciones sobre la aplicación del mecanismo de remisión 
establecido en el artículo 22 del Reglamento nº 139/2004 a determinadas categorías 
de casos, DO 2021, C 113, p. 1.
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sumarán después otras autoridades nacionales, finalmente remitió el caso 
a la Comisión Europea.

La decisión fue recurrida de inmediato por Illumina, que alegó que la 
Comisión carecía de competencia para examinar una operación no sujeta a 
requisitos nacionales de notificación, cuestionando frontalmente la interpre-
tación expansiva —y muy controvertida— que la Comisión Europea había 
realizado en sus Orientaciones sobre el artículo 22 ROPC. De este modo, el 
caso se va a convertir en el campo de prueba y de debate sobre los límites a 
esa interpretación expansiva de la Comisión y a la búsqueda del punto de 
equilibrio adecuado entre la efectividad del sistema de control y la seguridad 
jurídica/previsibilidad dentro del marco legal existente.

En 2022, el Tribunal General respaldó la posición de la Comisión, conclu-
yendo que el artículo 22 ROPC permitía las remisiones incluso en ausencia 
de una obligación nacional de notificación 8.

Se basó para ello en una interpretación no sólo literal sino también his-
tórica, contextual y sobre todo teleológica.

La interpretación literal permitía esta interpretación expansiva y hasta 
parecía apoyarla al establecer que «Uno o varios Estados miembros podrán 
solicitar a la Comisión que examine cualquier concentración que se ajuste 
a la definición del artículo 3 y que no tenga dimensión comunitaria en el 
sentido del artículo 1, pero que afecte al comercio entre Estados miembros y 
amenace con afectar de forma significativa a la competencia en el territorio 
del Estado miembro o de los Estados miembros que presentan la solicitud» 9 
(énfasis añadido) 10.

Según el Tribunal General las interpretaciones histórica, contextual y 
teleológica apoyaban esa interpretación.

Desde un punto de vista histórico, el Tribunal encontró, en el Green 
Paper de reforma del control de concentraciones y varias de las reformas 
del propio reglamento, elementos que sugerían que el uso del mecanismo 
de remisión del artículo 22 no se restringía a supuestos en los que la opera-

8	 Sentencia del Tribunal General de 13 de julio de 2022, Illumina/Comisión, asunto 
T-227/21, EU:T:2022:447. Para una crítica a esta sentencia, véase por ejemplo E.H 
Kim & M. Marquis, «Illumina/Grail, Chapter 1: The Unexpectedly Broad Merger 
Control Powers of the European Commission» (2023) 44(4) European Competition 
Law Review 162.

9	 Artículo 22.1 ROPC.
10	 Sentencia TG Illumina, ap. 91.
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ción fuese notificable según la legislación nacional. En especial, el Tribunal 
General prestó atención a la historia de la introducción del mecanismo 
del artículo 4.5 ROPC, que aludía a «concentraciones susceptibles de ser 
analizadas en virtud de la normativa nacional en materia de competencia 
de al menos tres Estados miembros» y su diferencia con el artículo 22 
que, según el Tribunal General, no se quiso modificar para introducir una 
referencia similar a la necesaria competencia nacional sí mencionada en 
el artículo 4.5 11.

Desde un punto de vista contextual, el Tribunal General aludió a los 
artículos 352 y 103 TFUE, así como a algunas expresiones relativas al propio 
procedimiento de remisión del artículo 22 en sus párrafos 2 a 5, para apoyar 
su interpretación 12.

Pero sobre todo, el Tribunal General se basó en una interpretación 
teleológica, basada en el objetivo del propio reglamento (y de su sistema 
de reenvíos) de garantizar un sistema de control efectivo que pudiera 
capturar concentraciones que dañasen la competencia y consideró que 
las nuevas Directrices de la Comisión se enmarcaban dentro del margen 
que el Reglamento y en especial su artículo 22 permitían 13. Para él, el 
mecanismo de remisión tenía una naturaleza correctiva que buscaba com-
pletar el sistema de umbrales, permitiendo remitir a la Comisión Europea 
todas aquellas concentraciones que, sin tener dimensión comunitaria, sí 
pudiesen afectar a la competencia en el territorio de los Estados miembros 
remitentes.

No obstante, en su sentencia de septiembre de 2024 sobre el caso Illumi-
na/Grail, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea rechazó la ampliación 
interpretativa del artículo 22 ROPC que venía promoviendo la Comisión 14. 
Consideró que no puede aceptarse la remisión de una operación por parte 
de un Estado miembro que carece de competencia para revisarla conforme 
a su propio Derecho nacional. Con ello, el TJUE dio preeminencia a los 
principios de seguridad jurídica y previsibilidad en materia de control de 
concentraciones, al limitar el alcance de las remisiones a aquellas situaciones 
expresamente previstas en la normativa vigente.

11	 Ibid., ap. 96 y ss. Véase también la sentencia en casación en ap. 138, 140 y 143.
12	 Ibid, ap. 118 y ss. Véase también la sentencia en casación en ap. 162 a 173 sentencia 

TJUE.
13	 Ibid, ap. 140 y ss. Véase también la sentencia en casación en ap. 181-189 sentencia TJUE.
14	 Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 3 de septiembre de 2024. Illumina, 

Inc. y Grail LLC contra Comisión Europea, asuntos acumulados C-611/22 P y C-625/22 
P; ECLI:EU:C:2024:677.
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El Tribunal de Justicia aceptó que la interpretación literal permitía una 
interpretación como la promovida por el Tribunal General, pero consideró 
que tal interpretación literal no era decisiva y que era indispensable comple-
tarla con la interpretación histórica, contextual y teleológica 15. Y al aplicarlas 
llegó a la conclusión contraria de la alcanzada por el Tribunal General.

En cuanto a la interpretación histórica, el TJUE dejó claro que el artículo 
22 ROPC fue creado inicialmente para permitir reenvíos desde Estados que 
no tenían un mecanismo propio a nivel nacional 16 y que, más allá de eso, no 
existía en los trabajos preparatorios ni posteriormente ninguna prueba sólida 
de que se pretendiese extender a todas las concentraciones sin dimensión 
comunitaria que pudieran tener efectos en el territorio europeo, sino más 
bien lo contrario: parecía evidente que el sistema no pretendía que todas 
esas concentraciones se pudiesen remitir 17.

En cuanto a la interpretación contextual, al TJUE no le parecen con-
vincentes ninguno de los argumentos del Tribunal General al respecto 18 
y además menciona otros contextuales que debieron tenerse en cuenta, en 
especial que en las remisiones del artículo 22 es el Estado remitente quien 
cede a la Comisión su competencia para decidir el asunto y para tener esa 
competencia la operación ha de tener competencia previa, es decir la ope-
ración ha de ser revisable según su legislación nacional 19.

Por último, en cuanto a la interpretación teleológica, el TJUE empieza 
por resaltar la importancia de la seguridad jurídica y la previsibilidad en el 
sistema de control de concentraciones 20. Los operadores deben poder cono-
cer qué operaciones han de notificarse y se van a controlar. Para el TJUE, la 
remisión del artículo 22 ROPC sí tiene una naturaleza correctiva, pero solo 
para, por un lado, remitir casos cuando el Estado no tiene una normativa de 
concentraciones a nivel nacional y, por otro lado, para preservar o promover 
el sistema de ventanilla única y favorecer que el caso pueda ser decidido 
por la Comisión Europea en vez de por varias autoridades nacionales 21.

Esta resolución marca un giro relevante en el actual debate sobre el con-
trol de concentraciones, al cuestionar el uso expansivo de mecanismos como 

15	 Ibid., ap. 121-123.
16	 Ibid., ap 147. En su origen, Países Bajos. Por eso, se la denominó «cláusula holandesa».
17	 Ibid., ap. 148.
18	 Ibid., ap. 172-175.
19	 Ibid., ap. 177-180.
20	 Ibid., ap. 186.
21	 Ibid., ap. 192 y 200.
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el artículo 22 ROPC para sortear las limitaciones de los umbrales de notifi-
cación tradicionales, y reabre el debate sobre la necesidad de una reforma 
estructural del marco normativo europeo. Son especialmente interesantes a 
este respecto los comentarios del Abogado General en este asunto:

«No excluyo en absoluto que, en un mundo basado cada vez más en la “eco-
nomía 2.0”, pueda ser deseable, y quizás incluso necesario, modificar los 
actuales umbrales para el examen de las concentraciones. En este contexto, 
puede ser interesante observar que, muy recientemente, dos Estados miem-
bros (Austria y Alemania) han modificado su legislación nacional para incluir 
umbrales basados en los valores de las operaciones. Otros Estados utilizan 
umbrales de competencia diferentes, concebidos específicamente para per-
mitir el examen de las concentraciones aun cuando la sociedad afectada no 
genere ingresos locales (como el “criterio de la cuota de suministro”, en el caso 
del Reino Unido). Evidentemente, pueden estudiarse estas y otras opciones 
a efectos de modificar el Reglamento de concentraciones de la Unión. Pero 
es al legislador de la Unión, y no a la Comisión, a quien incumbe esta 
tarea 22. (énfasis añadido).

Creo que este último inciso está no sólo en el núcleo de las conclusiones 
del Abogado General sino también en el de la sentencia final del TJUE y 
nos puede servir de eje para interpretar todo lo que ha pasado en este caso 
y la posición final del TJUE.

A mi modo de ver, la Comisión, llevada por su legítimo interés en exa-
minar concentraciones que no tenían dimensión comunitaria ni tampoco 
eran revisables a nivel nacional, pero que podían causar potencialmente 
importantes daños a la competencia en el Mercado Común (por ejemplo, 
posibles killer acquisitions 23), se aventuró a una interpretación demasiado 
expansiva del artículo 22 ROPC.

La Comisión podía haber optado por proponer una reforma del regla-
mento para cambiar el sistema de umbrales o rediseñar el sistema de remi-
siones con claridad, pero las dificultades y riesgos del proceso le llevaron 
a descartar esta opción. Dificultades, puesto que la reforma, al tener que 

22	 Conclusiones AG Emiliou presentadas en los asuntos acumulados Illumina y Grail/
Comisión (C-611/22 P y C-625/22 P, EU:C:2024:264), ap 220.

23	 El debate sobre este tipo de adquisiciones ha sido una constante en los últimos años. 
Véase C Cunningham et al, «Killer Acquisitions» (2021) 129 Journal of Political Eco-
nomy 649; G Crawford et al, ««How tech rolls»: Potential competition and «reverse» 
killer acquisitions»» (Vox EU, 11 May 2020); N Levy et al, «Reforming EU merger 
control to capture «killer acquisitions» — the case for caution» (2020) 19 Competition 
Law Journal 51; and M Ivaldi et al, «Killer Acquisitions: Evidence from European 
Merger Cases» (2024) TSE Working Papers 1420, available at <https://www.tse-fr.eu/>
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basarse parcialmente en el artículo 352 TFUE, requería unanimidad y el 
consenso no hubiera sido fácil. Y, en todo caso, hubiera requerido tiempo 
y probablemente un proceso largo. Es verdad que el Reglamento preveía 
un procedimiento especial para cambiar los umbrales y los criterios por 
mayoría cualificada en el artículo 1.5, pero existían dudas sobre la posibili-
dad de utilizarlo, dado que de su lectura podía interpretarse que se previó 
solo como continuación al informe previo de antes de 2009 al que aludía el 
artículo 1.4. Además, se hubiera corrido el riesgo de abrir el campo de la 
reforma a otros temas en momentos complicados políticamente 24. Todo ello, 
unido a que el artículo 22 ROPC, en su tenor literal, dejaba el campo abierto 
a interpretaciones amplias, pudo llevar a la Comisión a preferir esta opción, 
aun a sabiendas de que iba a ser controvertida. Aunque generaba una cierta 
inseguridad, confiaba en que sus Orientaciones y un uso mesurado serían 
positivos para un control europeo más útil, efectivo y completo, colmando 
algunas de las lagunas existentes.

La interpretación no resultó tan cuestionada como cabía pensar inicial-
mente, pues el Tribunal General, como hemos visto, llegó incluso a res-
paldarla en una primera instancia, pero con argumentos poco sólidos y 
convincentes, como ha terminado dictaminando el TJUE.

La clave final está en la naturaleza correctiva del mecanismo de remisión 
y sus objetivos que, a mi modo de ver, están ligados estrechamente con 
la promoción del principio de ventanilla única. Adquiere todo su sentido 
cuando una misma concentración sin dimensión comunitaria sería revisa-
ble en varios Estados miembros, lo que llevaría a procedimientos paralelos 
ante diversas autoridades bajo diferentes normativas, con todos los riesgos 
e ineficiencias que ello implica. Más allá de este escenario, no dejaba de ser 
sorprendente que se quisiera remitir un caso que no era revisable según la 
normativa nacional, que se quisiera ceder una competencia que en el fon-
do no se tenía (y no por ausencia de una normativa nacional de control de 
concentraciones, que sí era una de las previsiones iniciales).

Cabría pensar que ante el dilema efectividad-seguridad jurídica/previ-
sibilidad, el Tribunal General prefirió optar por promover la efectividad del 
sistema de control (lo que hubiera llevado a ampliar por vía interpretativa 

24	 Algunos Estados miembros muy relevantes (Francia y Alemania) habían tenido no 
hacía mucho un desacuerdo importante con la Comisión sobre la prohibición, inde-
seable para ellos, de la fusión Siemens-Alstom en la que habían llegado a amenazar 
incluso con promover cambios en el Reglamento para evitar nuevos casos parecidos 
en el futuro.
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las competencias de la Comisión Europea y el alcance de su control, aunque 
siempre por remisión de los Estados miembros), mientras que el TJUE optó 
por garantizar la seguridad jurídica y la previsibilidad del propio sistema 
ya diseñado. Pero atención porque detrás de la decisión del TJUE puede 
latir más un dilema de atribución de competencias entre la Unión Europea 
y sus Estados miembros y de los propios límites de la vía interpretativa de 
expansión de las competencias, una cuestión más de carácter cuasi consti-
tucional que un debate entre principios sustantivos. Tras el estudio de las 
dos sentencias, queda la sensación de que los argumentos para defender 
una interpretación expansiva eran poco sólidos y un tanto forzados.

Sea como fuere, el mensaje final es claro: si se quiere esa ampliación juris-
diccional —que puede ser loable 25— no se puede imponer por vía interpre-
tativa, sino que debería canalizarse a través de una reforma legislativa (y no 
corresponde, por tanto, a los Tribunales, sino al poder legislativo europeo). 
Habrá que ver si la Comisión utiliza su poder de iniciativa legislativa o al 
menos explora esta posibilidad y, en su caso, cuáles son sus tiempos. Por 
ahora, no parece haber movimientos significativos en esta dirección.

Alternativamente, cabe pensar que la solución pase por la iniciativa de 
los Estados miembros, quienes pueden modificar sus normativas naciona-
les para ampliar los casos revisables. Si lo hacen y, además, buscan otros 
criterios que no sean los de umbrales de negocios o cuotas de mercado, sino 
que tengan en cuenta el valor de la transacción u otros, ello podría conllevar 
una ampliación de las competencias nacionales. Una vez que las operaciones 
sean revisables a nivel nacional, el artículo 22 ROPC podría ser plenamente 
operativo de nuevo para remitir el caso a la Comisión Europea. De hecho, 
algunos Estados miembros ya tomaron esta iniciativa antes incluso de la 
sentencia del TJUE en el asunto Illumina Grail y otros lo han explorado 
después. Puede ser un modo indirecto de favorecer que nuevos casos (entre 
ellos también eventuales killer acquisitions) puedan ser revisados a nivel 
nacional o a nivel europeo y colmar en parte la posible laguna existente. Si 
esto conlleva más o menos seguridad jurídica y previsibilidad dependerá 

25	 Para una discusión de los riesgos de extender ciertas soluciones, en la línea de 
las Orientaciones de la Comisión, a través de una reforma del Reglamento, véase 
A. Burnside & A. Kidane, «Double Dutch: Illumina/GRAIL, Article 22 and the 
General Court» (2024) 8(3) Competition Law & Policy Debate 140, 149; and R. Fadi-
ga, «Novel Merger Control Practices Expanded the Commission’s Jurisdiction to 
Review Concentrations beyond EUMR Thresholds» (2024) 15(1) Journal of Euro-
pean Competition Law & Practice 3, 13, y P. Whelan, EU-Level Jurisdiction Over 
«Killer Acquisitions» In The Aftermath Of Illumina/Grail, Competition Interna-
tional, December 2024, p. 8.
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mucho del diseño de esos sistemas nacionales (si es solo control ex ante o 
también ex post y en qué condiciones). Indudablemente, sí podría contribuir 
a un mayor alcance y efectividad del sistema de control de concentraciones 
en Europa. De nuevo, sería importante encontrar el buen punto de equilibrio 
entre efectividad y seguridad jurídica en ese diseño.

3.	 CK TELECOMS: SOBRE ACOTAR EL ESTÁNDAR DE 
INCOMPATIBILIDAD Y EL MARGEN DE DISCRECIÓN DE LA 
COMISIÓN

El caso CK Telecoms es muy relevante, en primer lugar, porque el Tribu-
nal tuvo la oportunidad de definir, por primera vez, cómo se aplica la prueba 
del test de compatibilidad (obstaculización significativa de la competencia 
efectiva, SIEC en sus siglas en inglés) en el contexto de concentraciones que 
no crearían ni reforzarían una posición dominante. Pero también porque 
se ha abierto un debate muy importante tanto entre los Tribunales UE (Tri-
bunal General y Tribunal de Justicia de la UE) como en la doctrina sobre 
el estándar de prueba y la revisión jurisdiccional de estos asuntos que va a 
afectar al margen de discreción que la Comisión pueda tener en el futuro en 
estos escenarios 26. El debate es trascendente especialmente en un momento 
geopolítico como el que vivimos y con una reforma en marcha de las direc-
trices sobre compatibilidad de las concentraciones con el Mercado Común.

El caso se centra en la revisión judicial de la decisión de la Comisión 
Europea en el caso Hutchison 3G UK / Telefónica UK 27. La compra de O2 
UK por parte de Three fue prohibida por la Comisión Europea porque 
habría reducido el número de operadores de red móvil en el Reino Unido 
de cuatro a tres, limitando las opciones de los consumidores, encareciendo 
los precios y perjudicando la innovación. Siguiendo sus Directrices sobre 

26	 Véanse, entre otros, G Monti, «EU Merger Control After CK Telecoms UK Investments 
v. Commission» (2020) 43 World Competition 447; K Fountoukakos and C Puech-Ba-
ron, «Towards a Higher Standard of Proof and a More Interventionist Judicial Review 
in Antitrust Cases Involving Complex (Economic) Assessments Following CK Tele-
coms?» (2020) 11 Journal of European Competition Law & Practice 460; E Deutscher, 
«Prometheus Bound? — The Uncertain Future of the Unilateral Effects Analysis in EU 
Merger Control after CK Telecoms» (2022) 18 Journal of Competition Law & Economics 
323 or P. Ibañez, «Judicial review in EU merger control: towards deference on issues 
of law?, European Law Open. 2025;4(3):441-463. doi:10.1017/elo.2025.10016.

27	 Comisión Europea, Decisión de 11 de Mayo de 2016, Caso M.7612 — Hutchison 3G 
UK/Telefónica UK. Se puede encontrar un resumen de la decisión en español en DO 
C 357 de 29.9.2016, pp. 15-28.
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concentraciones horizontales, la Comisión realizó un examen global de los 
factores en juego (reiterando que no es indispensable tener en cuenta todos 
y cada uno de los factores que, de forma no exhaustiva, se mencionan en 
ellas) 28. A efectos de la revisión judicial posterior es importante señalar 
también que la Comisión precisó: por un lado, que dos partes pueden ser 
consideradas competidores cercanos en el sentido de las Directrices sin 
ser necesariamente los competidores «más» cercanos 29; y por otro, que 
una fuerza competitiva importante no tiene por qué ser «particularmente 
importante» y, por lo tanto, no tiene por qué ser la destacada en relación 
al resto de operadores 30.

El Tribunal General anuló la decisión de la Comisión en 2020 31. Es inte-
resante ver cómo el Tribunal endurece los requisitos para probar la incom-
patibilidad:

–	 Por ejemplo, según el Tribunal General, no bastaría con demos-
trar que las partes son competidores cercanos, como argumentó la 
Comisión en su decisión. Sería necesario probar que son competido-
res «particularmente» cercanos; es decir, que existe algo en la rela-
ción competitiva entre las partes que es cualitativamente diferente 
de la relación con los otros competidores, en particular cuando sus 
productos se consideran los «únicos» dos sustitutos significativos 
entre sí 32. Tal escenario ocurriría, por ejemplo, cuando las empre-
sas fusionadas se dirigen al mismo nicho de clientes o cuando los 
clientes de una de las partes solo contemplan cambiarse a la otra 33.

–	 De igual modo, al Tribunal General no le bastaría con probar que 
la empresa díscola (maverick) involucrada en la concentración es 
una «fuerza competitiva importante». Habría que demostrar que 
es una fuerza competitiva «particularmente importante», para lo 
que debe ejercer una presión competitiva claramente destacada en 
relación con la del resto de rivales 34. No sería suficiente con agregar 
más dinamismo al mercado, ni siquiera con ser una fuente relevan-

28	 Véanse ap. 313 y 321 de la decisión.
29	 Ibid, ap. 324.
30	 Ibid., ap. 326.
31	 Sentencia del Tribunal General (Sala Primera ampliada) de 28 de mayo de 2020, CK 

Telecoms UK Investments Ltd contra Comisión Europea, asunto T-399/16, ECLI:EU-
:T:2020:217.

32	 Ibid, ap. 241.
33	 Ibid., ap. 246 y 248.
34	 Ibid., ap. 174.
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te de dinamismo, sino que habría que probar que es la «principal 
responsable» de disciplinar el comportamiento del resto de los oli-
gopolistas.

–	 El Tribunal General, basándose en el Preámbulo del ROPC 35, intro-
duce un test o prueba general adicional, que no debe confundirse 
ni equipararse con los factores definidos por la Comisión en sus 
Directrices 36. Consistiría en demostrar cumulativamente que la 
concentración implicaría la desaparición de importantes presiones 
competitivas que las partes en la concentración ejercían entre sí, así 
como una reducción de la presión competitiva sobre los competi-
dores restantes.

El resultado final es que, en estos escenarios, sería mucho más difícil para 
la autoridad demostrar que se cumple el test SIEC y por lo tanto prohibir una 
concentración e incluso plantear objeciones a la operación. Evidentemente, 
esto restringiría muy sustancialmente también el margen de discreción de la 
Comisión Europea al someter el examen a una serie de parámetros (y requi-
sitos) mucho más concretos y difíciles de cumplir. Esto no sería solamente 
un efecto colateral, sino que es precisamente lo que el Tribunal General, muy 
conscientemente, estaba persiguiendo con su sentencia. El Tribunal quería 
evitar que, en mercados oligopolísticos, la Comisión pudiese prácticamente 
siempre, o al menos con gran facilidad, constatar la existencia de un caso 
positivo de SIEC. Y le parece que tal sería el caso en estos mercados pues, 
sin concretar y endurecer los parámetros, sería fácil demostrar que las partes 
eran competidores cercanos (en cierta medida al menos) o que se reduciría 
una presión competitiva relevante 37. El riesgo que esta conclusión podría 
conllevar es que al final fuese muy difícil (al menos mucho más difícil que 
antes) condenar este tipo de concentraciones y por tanto se ampliase dema-
siado el riesgo de falsos negativos. 

Se podría interpretar que el Tribunal General está priorizando en este 
caso la seguridad jurídica y la previsibilidad para los operadores al acotar 
el margen de discreción de la Comisión Europea. Sería también una forma 
de evitar que, al mezclarse las cuestiones de Derecho y las valoraciones 

35	 En particular el considerando 25 del ROPC.
36	 Asunto T-399/16 CK Telecoms, ap. 173.
37	 Véase por ejemplo el ap. 174 de la sentencia en la que, en relación al requisito de 

reducción de una «fuerza competitiva importante», considera que cualquier empresa 
en un mercado oligopolístico estaría prácticamente en esa situación pues sería raro 
que no ejerciese presión competitiva (en cierta medida) relevante.
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de hecho en este tipo de evaluaciones complejas, la revisión judicial tuvie-
se que limitarse a errores manifiestos 38. Contribuiría por tanto a ampliar 
en la práctica el ámbito de lo que es una revisión judicial plena. Esto es 
especialmente relevante en un momento como el actual en el que está en 
proceso la reforma de las directrices y todo apunta a que habrá más margen 
para incluir otros criterios menos tradicionales o más difíciles de medir 
como los de resiliencia, autonomía estratégica o innovación en el examen 
de compatibilidad.

No obstante, el Tribunal de Justicia casó la sentencia del Tribunal General 
y reenvió el asunto de nuevo a dicho Tribunal para su reexamen 39.

En primer lugar, para el Tribunal de Justicia es un error de Derecho consi-
derar que, en estos escenarios, sólo se puede prohibir cuando se demuestren 
cumulativamente dos requisitos: que la concentración implicaría tanto la 
desaparición de importantes presiones competitivas que las partes en la con-
centración ejercían entre sí, como una reducción de la presión competitiva 
sobre los competidores restantes 40. Para el TJUE, aceptar la posición del Tri-
bunal General resultaría incompatible con el objetivo del ROPC consistente 
en establecer un control efectivo de todas las concentraciones que obstacu-
licen de forma significativa la competencia efectiva en el mercado interior o 
en una parte sustancial del mismo, incluidas las que dan lugar a efectos no 
coordinados 41. Además, implicaría que la desaparición de las importantes 
presiones competitivas que las partes en la concentración ejercían entre sí y 
el incremento unilateral de los precios que podría resultar de aquella nunca 
serían suficientes, por sí mismos, a efectos de demostrar la concurrencia del 
test SIEC 42. Y ninguna de estas consecuencias son aceptables ni acordes con 
el sistema de control europeo de concentraciones.

En relación con el significado de una «fuerza competitiva importante», 
el TJUE no aceptó la interpretación del Tribunal General que exigía que 
fuese «particularmente importante», sino que bastará para considerar a la 
empresa como díscola o maverick con que la influencia de la empresa en el 
proceso competitivo sea más importante de lo que su cuota de mercado u 

38	 Véase en este sentido, P. Ibañez, cit supra.
39	 Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 13 de julio de 2023, Comisión Euro-

pea contra CK Telecoms UK Investments Ltd, asunto C-376/20 P, ECLI:EU:C:2023:561. 
La sentencia sigue en buena medida las conclusiones de la AG Kokott, ECLI:EU-
:C:2022:817.

40	 Asunto C-376/20 P Commission v CK Telecoms, ap. 114.
41	 Ibid., ap. 113.
42	 Ibid., ap. 112.
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otros indicadores similares podrían sugerir 43, lo que a su vez habilita a que 
más de una empresa pueda ser considerada «fuerza competitiva impor-
tante» 44. Tampoco es indispensable que sea una empresa «particularmente 
agresiva» en ese mercado 45.

Respecto al indicador de «competidores cercanos o inmediatos», el TJUE 
dictaminó que no es necesario demostrar que dos partes son «los compe-
tidores más inmediatos» o al menos «competidores particularmente inme-
diatos». Exigir tal nivel, como hacía el Tribunal General, era requerir un 
nivel de sustituibilidad muy elevado entre los productos de esas partes en 
un mercado de productos diferenciados y el TJUE concluye que no se exige 
necesariamente ese nivel de sustituibilidad 46. El grado de sustituibilidad 
debe poder evaluarse en un continuo: un grado de proximidad de la com-
petencia mayor entre las partes de una operación de concentración puede 
constituir un indicio de que es más probable que se cumpla el test SIEC y 
un menor grado de proximidad puede constituir un indicio en el sentido 
contrario 47.

Resulta también interesante el recordatorio del TJUE al Tribunal General 
de que la evaluación de la Comisión no se debe considerar fallida por el 
mero hecho de que algunos de los factores cuestionados en el procedimiento 
hayan sido erróneamente apreciados. El TJUE insiste que se debe valorar 
si otros factores analizados y la valoración global de la Comisión en su 
decisión (algunos de los cuales no se cuestionaron y por tanto deben ser 
considerados probados) son suficientes para confirmar el SIEC. No hacerlo 
es un importante error de Derecho que justifica la casación de la sentencia 
y el reenvío del caso para su reexamen al Tribunal General 48.

El resultado final es que, en estos escenarios, se restituye la situación 
anterior en la que la autoridad recupera una menor exigencia para demostrar 
que se cumple el test SIEC, elevando sus posibilidades de plantear objeciones 
a este tipo de operaciones. Evidentemente, esto restituye también el margen 
de discreción de la Comisión. El riesgo que esta conclusión podría conllevar 

43	 Ibid., ap. 167. Tal y como decía ya el ap. 37 de las Directrices sobre las concentraciones 
horizontales.

44	 Ibid., ap. 163. Tal y como decía ya el ap. 38 de las Directrices sobre las concentraciones 
horizontales.

45	 Ibid., ap. 162.
46	 Ibid., ap 189.
47	 Ibid., ap. 188. Ya apuntaban en este sentido también las Directrices sobre concentra-

ciones horizontales (ap. 28) y las conclusiones de la AG Kokott (ap. 121).
48	 Ibid., ap. 269 y 270.
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es que al final fuese más fácil de lo deseable condenar este tipo de concen-
traciones y por tanto se ampliase demasiado el riesgo de falsos positivos. 
No tendría que ocurrir siempre, pero podría tener lugar si la Comisión así 
lo valorase, dentro del margen de discreción restituido. 

Se podría interpretar que el TJUE está priorizando en este caso la efec-
tividad del control de concentraciones, entendido como la posibilidad de 
plantear objeciones a la concentración, frente a la seguridad jurídica y la 
previsibilidad para los operadores. Al aumentar el margen de discreción de 
la Comisión Europea, esto podría tener a su vez un impacto en el alcance de 
la revisión judicial: al mezclarse las cuestiones de Derecho y las valoraciones 
de hecho en este tipo de evaluaciones complejas, la revisión judicial podría 
verse limitada en la práctica más a errores manifiestos, a estándares de 
razonabilidad o una revisión más orientada al proceso (process-oriented) 49. 
Esto a su vez puede tener sus riesgos (o ser deseable, según la perspectiva 
con la que se analice) en un momento de reforma de las directrices con la 
posible futura inclusión de nuevas teorías del daño o incluso de criterios 
menos tradicionales o más difíciles de medir. Es verdad que el margen de 
discreción tendría, de todas maneras, sus límites, puesto que el TJUE ha 
dejado muy claro que tiene poderes de revisión judicial plena en todas 
las cuestiones de Derecho 50 y siempre podría reclamar esos poderes para 
confirmar o desestimar determinados desarrollos que la Comisión quisiera 
intentar. Pero también es verdad que, en la práctica, y sin parámetros claros 
y fijados de antemano que puedan servir de referencia, la aplicación caso 
a caso probablemente se va a imponer y con ella una revisión judicial más 
limitada en su alcance.

4.	 CONCLUSIONES

Primera. La propia naturaleza del control europeo de concentraciones y 
su diseño sugeriría que la revisión judicial, más allá de algunas cuestiones 
de procedimiento o formales, fuese escasa, casi anecdótica, especialmente 
en cuestiones de fondo. También que, cuando tuviese lugar, fuese contenida 
y, salvo casos extraordinarios, confirmara frecuentemente las valoraciones 
realizadas por la Comisión. Incluso inicialmente cabría pensar que, por todo 
ello, de esa revisión judicial no se irían a obtener grandes aportaciones para 

49	 Véase P. Ibáñez, cit. supra, p. 29, y F. Castillo de la Torre, «On Boxes and Paradoxes: 
Form and Substance in Judicial Review of Competition Decisions» (EU Law Live, 
29 September 2022). Véase también K. Lenaerts, «The European Court of Justice and 
Process-Oriented Review» (2012) 31 Yearbook of European Law 3.

50	 Case C-376/20 P Commission v CK Telecoms, ap. 126.
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el desarrollo de la materia (aunque en el pasado se hayan obtenido con 
carácter puntual).

Segunda. Sin embargo, el análisis de los últimos 5 años de revisión judicial 
aporta unos resultados mucho más matizados. Más de 40 casos (más de 8 al 
año) es un número modesto pero apreciable. Aunque en la gran mayoría de 
los casos se confirma la decisión de la Comisión europea, los tribunales entran 
en ocasiones en profundidad, tanto desde el punto de vista de la forma y el 
procedimiento como en ocasiones el análisis de fondo, y con rectificaciones 
sonadas a la posición de la Comisión y debates muy interesantes entre los 
dos Tribunales UE. La mayor parte de los casos se originan lógicamente por 
recursos de anulación, pero puede haber también, aunque en mucha menor 
medida y con carácter más excepcional, cuestiones prejudiciales interesantes 
como demuestra el caso Towercast. Además, las aportaciones de la jurispru-
dencia al desarrollo de la aplicación de la normativa europea de control de 
concentraciones han sido cualitativamente muy relevantes en este período, 
especialmente con los casos Illumina Grail y CK Telekom (también Towercast).

Tercera. Los casos Illumina Grail y CK Telecom podrían leerse a la luz del 
debate entre efectividad y seguridad jurídica y, en ese caso, sin un ganador cla-
ro ni una tendencia clara de priorización de cada Tribunal. En Illumina, el TG 
priorizó la efectividad, mientras que el TJUE se movió más por la seguridad 
jurídica. En CK Telecom, el TG priorizó la seguridad jurídica, mientras que el 
TJUE lo hizo por efectividad. Al final, en un caso (Illumina) la balanza parece 
inclinarse a favor de la seguridad jurídica, y en otro (CK Telecom), más por 
la efectividad. Sin embargo, el dilema efectividad-seguridad jurídica no es el 
único marco posible de interpretación (sí, sin duda, uno de los importantes y 
el que más explícitamente se deduce de la lectura de las sentencias).

Cuarta. En efecto, hay otros marcos posibles de interpretación de las 
soluciones ofrecidas por estos casos. Tras el caso Illumina puede latir más un 
dilema de atribución de competencias entre la Unión Europea y sus Estados 
miembros y de los propios límites de la vía interpretativa de expansión de 
las competencias, una cuestión más de carácter cuasi constitucional que un 
debate entre principios sustantivos. Y el caso CK Telecom se podría leer más 
desde una perspectiva de modelo de revisión judicial en sede concentracio-
nes (y por extensión quizás también de otras del Derecho de la Competencia): 
el dilema sobre el alcance en la práctica de la revisión judicial plena que 
caracteriza las cuestiones de Derecho y una revisión judicial limitada en 
la práctica más a errores manifiestos, a estándares de razonabilidad o una 
revisión más orientada al proceso (process-oriented). Desde esta perspectiva, 
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se podría concluir que el TJUE en Illumina envía el mensaje de alta exigencia 
a la hora de hacer una interpretación expansiva de las competencias de la 
Unión Europea. Exigencia que no vio satisfecha en el caso concreto porque 
las razones y argumentos no le resultaron convincentes. Y en CK Telecom, 
la opción por un modelo de revisión menos invasivo de la actuación de la 
Comisión (que deja mayor margen de discreción a la Comisión) y menor 
alcance en la práctica de la revisión judicial plena.

Quinta. Sea como fuere, en Illumina el TJUE cierra definitivamente un 
debate que la Comisión había abierto con sus Orientaciones sobre el artí-
culo 22 ROPC. Si se quiere esa ampliación jurisdiccional —que puede ser 
loable, aunque su diseño sería controvertido— no se puede imponer por 
vía interpretativa, sino que debería canalizarse a través de una reforma 
legislativa (y no corresponde, por tanto, a los Tribunales, sino al poder legis-
lativo europeo). Con ello quedan abiertos otros dos debates: primero, ver 
si la Comisión utiliza su poder de iniciativa legislativa o al menos explora 
esta posibilidad y, en su caso, cuáles son sus tiempos, de qué modo y con 
qué alcance. Por ahora, no parece haber movimientos significativos en esta 
dirección; segundo, si, alternativamente, se producen cambios en las nor-
mativas nacionales de control de concentraciones que amplíen su alcance, 
lo que a su vez implicaría nuevas posibilidades de remisión bajo el artículo 
22 ROPC. Se están produciendo ya movimientos muy significativos a este 
respecto que bien merecen un estudio específico; y tercero, si estas evolucio-
nes colman satisfactoriamente la laguna existente que se pretendía colmar 
con las Orientaciones de la Comisión (captura de killer acquisitions y otros 
supuestos que merezcan examen a nivel europeo). Una puerta se cierra y 
otras se abren, a las que habrá que estar muy atentos.

Sexta. En CK Telecom, la conclusión no es tan contundente. Primero, 
porque el TJUE ha reenviado de nuevo el caso al TG para su reexamen, por 
lo que habrá que ver qué sentencia se dicta y si se recurre de nuevo ante 
el TJUE. La saga puede pues continuar. Segundo, porque la decisión sobre 
el modelo europeo de revisión judicial de las concentraciones está lejos de 
haberse cerrado: CK Telecom apunta a una posible dirección, cerrando un 
intento del TG de concretar más los criterios de compatibilidad y acotar el 
margen de discreción de la Comisión, pero no se excluye que el TG (o el 
propio TJUE) intenten en el futuro otras propuestas (como ya se hizo por 
ejemplo con la jurisprudencia Airtours 51 en los casos de posición dominante 

51	 Sentencia del Tribunal de Primera Instancia (Sala Quinta ampliada) de 6 de junio de 
2002, Airtours plc contra Comisión de las Comunidades Europeas, asunto T-342/99, 
Airtours, ECLI:EU:T:2002:146.
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colectiva). Tampoco cabe excluir que la Comisión tome la iniciativa, bien 
en la reforma de las directrices o en nuevos casos (y los Tribunales tengan 
que terminar pronunciándose al respecto). Es menos probable puesto que 
estaría recortando su propio margen de discreción, pero no sería la primera 
vez que lo hace, como lo demuestran otras directrices que ha adoptado en 
el pasado en otras áreas del Derecho de la Competencia (verticales o abuso, 
por ejemplo).

Séptima. En todo caso, la jurisprudencia revisada permite concluir que la 
revisión judicial de control europeo de concentraciones, incluso si escasa, ha 
sido muy relevante durante el período examinado, tanto en aspectos jurisdic-
cionales como sustantivos, y contribuye signifi cativamente al desarrollo de 
la materia, cerrando determinadas vías y abriendo otras, condicionando el 
modelo de revisión judicial en sede concentraciones al menos, aunque no se 
descarte un impacto indirecto en otras áreas del Derecho de la Competencia 
y otras áreas del Derecho UE. Los debates entre los dos Tribunales UE no 
hacen sino enriquecer los resultados. Bienvenidos sean.



En esta obra colectiva tratamos de identificar las tendencias recientes y los desafíos 
de futuro en la revisión judicial de las decisiones de las autoridades de competencia, 
tanto europea como nacionales. Dentro de la aplicación del Derecho de la Competencia, 
analizamos tanto el ámbito de las restricciones privadas (acuerdos restrictivos, abuso 
de posición de dominio y concentraciones empresariales) como el de las restricciones 
públicas (ayudas de Estados derechos exclusivos y especiales u otras).
El análisis se centra principalmente en los últimos 5 años de revisión judicial en el ám-
bito europeo (decisiones de la Comisión Europea) y español (decisiones de la Comisión 
Nacional de los Mercados y de la Competencia, CNMC, y también de algunas autoridades 
autonómicas seleccionadas). El objetivo es reflexionar sobre la evolución de esta revisión 
judicial, del papel del juez y de su impacto en el desarrollo del Derecho de la Competencia.
Es uno de los resultados finales del Proyecto de I& D de Plan Nacional «Jueces y Derecho 
de la Competencia» (Ref. PID2020-115314GB-I00, Ministerio de Ciencia e Innovación) que 
lideramos desde el Centro de Política de la Competencia y Regulación de la Universidad 
CEU San Pablo (cpcr.eu) con la cooperación a lo largo del proyecto de la CNMC, la Aso-
ciación Española de Defensa de la Competencia (AEDC), la Red Académica de Defensa de 
la Competencia (RADC) así como de numerosos expertos de las autoridades, la academia, 
el mundo profesional y la judicatura.
Será de gran utilidad para todos los interesados en el Derecho de la Competencia, y en 
las tendencias de revisión judicial: abogados, autoridades de competencia, académicos, 
analistas, operadores económicos, jueces, consultores económicos, estudiantes…, todos 
ellos encontrarán en sus páginas apoyo para comprender mejor las grandes tendencias e 
identificar su impacto en la evolución de la materia.

https://www.aranzadilaley.es/tienda/revision-judicial-de-la-aplicacion-publica-del-derecho-de-la-competencia



